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165. La Corte considera que, en virtud del carácter absoluto de la prohibición de la tortura, la obligación específica de 
no extraditar cuando haya riesgo de tratos contrarios a la integridad personal establecida en el artículo 13 (párrafo 
4) de la CIPST y la obligación de todos los Estados Parte de la Convención Americana de adoptar todas las 
medidas que fueran necesarias para prevenir la tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, los Estados 
Parte de la Convención deben evaluar efectivamente esa posibilidad en el marco de sus procesos de extradición, 
cuando dicho riesgo sea alegado por la persona sujeta a extradición. Las mismas razones exigen a esta Corte 
examinar los referidos alegatos en el presente caso, con referencia a las circunstancias existentes actualmente en el  
Estado requirente. 

6. REPARACIONES

En el caso de las violaciones al derecho a la integridad personal, la Corte IDH ha puesto especial énfasis en las 
reparaciones a víctimas de tortura, ordenando a los Estados incorporar en sus legislaciones procedimientos adecuados 
que garanticen una compensación, así como ha dispuesto la realización de medidas de rehabilitación, tales como 
tratamientos médicos y psicológicos. En cuanto a otras medidas de reparación, se puede destacar la obligación de que 
los Estados, en casos de tortura, actuén conforme protocolos de actuación tales como el Protocolo de Estambul, así 
como el establecimiento de capacitaciones en materia de, entre otros, derechos humanos, protocolos de actuación y 
perspectiva de género y etnicidad.

6.1. Obligación de reparar

Caso García Lucero y otras Vs. Chile. Excepción Preliminar, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 28 de agosto  
de 2013148. 

187. En relación con la tortura, en el marco del Sistema Interamericano la protección contra tales actos previstos 
en la Convención Americana, “así como ‘el corpus juris internacional en materia de protección de la integridad 
personal’”, se ve reforzada por la Convención Interamericana contra la Tortura. Este tratado, en materia 
específica de reparación, expresa en su artículo 9 el “comprom[iso]” de los Estados Partes de “incorporar en 
sus legislaciones nacionales normas que garanticen una compensación adecuada para las víctimas del delito de 
tortura”. Dicho mandato complementa, en lo pertinente, la obligación de adoptar las disposiciones necesarias 
para hacer efectivos los derechos convencionales, establecido en el artículo 2 de la Convención Americana.

188. A efectos de determinar el alcance de las obligaciones estatales en lo atinente a la reparación de actos de 
tortura, es pertinente tener en consideración la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, tratado del cual Chile es Parte. En relación con su artículo 14, que versa sobre el 
deber de garantizar medidas de reparación, el Comité contra la Tortura ha expresado que “el concepto amplio 

Vs. Reino Unido, Nos. 13163/87, 13164/87, 13165/87 13447/87, y 13448/87. Sentencia de 30 de octubre de 1991, párr. 107, y Caso Mamatkulov y Askarov Vs. 
Turquía [GS], Nos. 46827/99 y 46951/99. Sentencia de 4 de febrero de 2005, párr. 69. Asimismo, el Tribunal Europeo ha indicado que: “el Tribunal debe estar 
convencido de que la evaluación realizada por las autoridades del Estado Parte es adecuada y suficientemente apoyado por materiales nacionales, así como por los 
materiales procedentes de otras fuentes confiables y objetivas, como, por ejemplo, otros Estados partes o no partes, agencias de Naciones Unidas y organizaciones 
no gubernamentales de conocida reputación. […] Por ello, el Tribunal primero evaluará en detalle los alegatos relevantes formulados por el peticionario en el 
procedimiento de extradición y la consideración dada a los mismos por las autoridades competentes” (traducción al castellano realizada por la Secretaría de la 
Corte Interamericana). Texto original en inglés: “the Court must be satisfied that the assessment made by the authorities of the Contracting State is adequate and 
sufficiently supported by domestic materials as well as by materials originating from other reliable and objective sources such as, for instance, other Contracting 
or non-Contracting States, agencies of the United Nations and reputable non-governmental organisations. […] Accordingly, the Court will first assess in detail the 
relevant arguments raised by the applicant in the extradition proceedings and the consideration given to them by the competent authorities.” Caso Nizomkhon 
Dzhurayev Vs. Rusia, Nº. 31890/11. Sentencia de 3 de octubre de 2013, párrs. 108 y 114, y cfr. Caso Salah Sheekh v. Países Bajos, Nº. 1948/04. Sentencia de 11 de 
enero de 2007. párr. 136; Caso Ismoilov y Otros Vs. Rusia, Nº. 2947/06. Sentencia de 24 de abril de 2008. párr. 120. 

148 Los hechos del presente caso se contextualizan durante la época de la dictadura chilena. El 16 de septiembre de 1973, el señor García Lucero fue detenido 
por Carabineros en Santiago de Chile, y fue llevado al edificio de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD). 
Posteriormente, fue trasladado a diferentes dependencias policiales y centros de detención en los que permaneció incomunicado y fue torturado 
de diversas maneras. Luego de ello, en diciembre de 1973, fue trasladado al Campo de Concentración “Chacabuco”, ubicado en Antofagasta, donde 
permaneció recluido 13 meses. En virtud de lo establecido en el Decreto-Ley No. 81 del año 1973 el señor García Lucero fue expulsado de Chile el 12 
de junio de 1975. Desde aquella fecha vive en el Reino Unido. Con el propósito de ser reconocido como “exonerado político”, el señor García Lucero 
remitió desde Londres, Reino Unido, una carta de fecha 23 de diciembre de 1993 al Programa de Reconocimiento al Exonerado Político en Chile. En 
la carta, entre otras manifestaciones, el señor García Lucero se refirió a la tortura que sufrió mientras estuvo detenido y a las lesiones ocasionadas por 
las torturas recibidas. Como resultado de ello, el señor García Lucero recibe tres tipos de compensaciones monetarias bajo distintas leyes. Actualmente, 
el señor García Lucero sufre diversos padecimientos de índole física y psicológica., los mismo que requieren tratamientos médicos y terapéuticos. 
Adicionalmente, tiene discapacidad mental y física. 
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de reparación abarca la restitución, la indemnización, la rehabilitación, la satisfacción y las garantías de no 
repetición y se refiere a todas las medidas necesarias para obtener reparaciones”149. Señaló también el Comité 
que 

 [l]a reparación debe ser suficiente, efectiva y completa[, y que los Estados], al determinar las 
medidas de reparación y resarcimiento que se ofrezcan o concedan a las víctimas de la tortura, 
deben tener […] en cuenta las características propias y las circunstancias de cada caso y que 
la reparación debe ajustarse a las necesidades particulares de la víctima y ser proporcional a la 
gravedad de las transgresiones cometidas contra ella150.

189. Por otra parte, la Corte ha indicado que “de existir mecanismos nacionales para determinar formas de reparación, 
esos procedimientos y [sus] resultados deben ser valorados” y que, a tal efecto, debe considerarse si los mismos 
“satisfacen criterios de objetividad, razonabilidad y efectividad”151. En relación con Chile, la Corte constató la 
existencia de diversas medidas y, apreciándolas, expresó que “valora positivamente la política de reparación de 
violaciones a derechos humanos adelantada por el Estado”152. En el presente caso, el señor García Lucero recibió 
el 14 de junio de 2006, por su carácter de víctima de tortura y “prisión política” un bono único, de conformidad 
con la Ley No. 19.992 y de su Reglamento, al haber optado por recibir la pensión por “exonerado político” […]. 
Además, en su calidad de “exonerado político”, recibió: a) una pensión mensual en el año 2000, bajo la Ley No. 
19.234 […], y b) un bono compensatorio extraordinario de conformidad con la Ley No. 20.134 […]. 

190. La Corte no puede analizar si las reparaciones referidas son “suficientes, efectivas y completas”, dado que tal 
examen debería partir de analizar los daños generados por los actos cuya ejecución comenzó a partir de la 
detención del señor García Lucero el 16 de septiembre de 1973 y, en todo caso, antes del 11 de marzo de 1990 
[…]. Sin perjuicio de ello, debe advertirse que la existencia de programas administrativos de reparación debe 
ser compatible con las obligaciones estatales bajo la Convención Americana y otras normas internacionales 
y, por ello, no puede derivar en un menoscabo al deber estatal de garantizar el “libre y pleno ejercicio” de los 
derechos a las garantías y protección judiciales, en los términos de los artículos 1.1, 25.1 y 8.1 de la Convención, 
respectivamente. En otros términos, los programas administrativos de reparación u otras medidas o acciones 
normativas o de otro carácter que coexistan con los mismos, no pueden generar una obstrucción a la posibilidad 
de que las víctimas, de conformidad a los derechos a las garantías y protección judiciales, interpongan acciones 
en reclamo de reparaciones. Dada esta relación entre programas administrativos de reparación y la posibilidad 
de interponer acciones en reclamo de reparaciones, es pertinente que la Corte examine los argumentos de las 
representantes al respecto, así como los del Estado. 

191. En esta línea, cabe tener en consideración lo dicho por el Comité contra la Tortura, que ha indicado que “[e]l 
Estado que de manera oportuna […] no permita que se incoe un procedimiento civil en relación con casos de 
denuncias de tortura puede estar negando de facto la reparación”, y que 

los Estados partes han de promulgar leyes que ofrezcan expresamente a las víctimas de tortura un recurso efectivo 
y reconozcan su derecho a obtener una reparación apropiada, que incluya una indemnización y la rehabilitación más 
completa posible. Esa legislación debe permitir ejercer tal derecho a título individual y asegurar que se disponga de 
un recurso judicial. Si bien las reparaciones colectivas y los programas administrativos de reparación pueden ser 
una forma de resarcimiento aceptable, esos programas no pueden dejar sin efecto el derecho individual a un recurso 
efectivo y a obtener reparación153.

149 Comité contra la Tortura. Observación General Nº 3 (2012), […],  párr. 2. Coincidió con esta apreciación la perito Sveaas, quien refirió a la Observación 
General citada en forma reiterada como sustento de su peritaje y en el mismo señaló que “la Observación General [No. 3 del Comité contra la Tortura] 
implica una clarificación de los est[á]ndares y una concretización de la obligación específica y de las formas en las cuales la reparación puede ser 
asegurada[. … R]epresenta el estándar por medio del cual el cumplimiento de [la obligación de proporcionar reparación a las víctimas de tortura] será 
evaluado, y con base en esto, [su peritaje] ref[iere] a las formulaciones incluidas en la Observación General” (Expediente de  Fondo, Tomo II, fs. 521 
y 522). En el mismo sentido, la perito Treue sostuvo que “[un] referente fundamental para los estándares internacionales en materia de reparación, 
específicamente para víctimas de tortura y malos tratos es la Observación General No. 3 […] del Comité contra la Tortura (Declaración pericial rendida 
por Felícitas Treue mediante affidávit (Expediente de Fondo, Tomo II, fs. 629 a 641). En este sentido, la Corte ha considerado que la reparación es el 
término genérico que comprende las diferentes formas como un Estado puede hacer frente a la responsabilidad internacional en que ha incurrido 
(restitutio in integrum, indemnización, satisfacción, garantías de no repetición, entre otras). Cfr. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. párr. 85, y Corte IDH. 
Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de mayo de 2013. Serie C No. 261, párr. 164.

150 Comité contra la Tortura. Observación General Nº 3 (2012), […], párr. 6.
151 Cfr. Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”) Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 

de 24 de noviembre de 2010. Serie C No. 219, párr. 303, y Corte IDH. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C No. 213, párr. 246.  

152 Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. 
Serie C No. 154, párr. 161. En ese mismo sentido, la perita Cath Collins expresó que “[l]as medidas de reparación implementadas en Chile a partir del 
año 1990 figuran entre las dimensiones más completas de su proceso de justicia transicional”. Dicha perita aseveró también que “ha habido una fuerte 
disonancia entre esas políticas públicas y las prácticas judiciales respecto de las demandas civiles”, aspecto este último que, en lo atinente al presente caso, 
se analiza más adelante. (Declaración pericial rendida por Cath Collins,...).

153 Comité contra la Tortura. Observación General Nº 3 (2012), […], párrs. 17 y 20, respectivamente.
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192. La Corte constata lo indicado por las representantes sobre que, a diferencia de la regulación sobre beneficios 
a “exonerados políticos”, la Ley No. 19.992, que estableció reparaciones para víctimas de tortura y “prisión 
política”, no incorporó disposiciones que establecieran que, de accederse a las reparaciones respectivas, las 
personas beneficiarias renunciaban a la posibilidad de entablar otras acciones. De acuerdo a lo que se indicó 
[…], resulta conforme a la observancia de derechos convencionales que el establecimiento de sistemas internos 
administrativos o colectivos de reparación no impida a las víctimas el ejercicio de acciones jurisdiccionales 
en reclamo de medidas de reparación. Debe entonces examinarse si el señor García Lucero o sus familiares 
pudieron acceder a recursos procedentes para realizar reclamos relativos a medidas de reparación.

6.2. Daño material

Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Sentencia de 12 de septiembre de 2005

75. La Corte, en primer lugar, nota con satisfacción que el propio Estado ha demostrado voluntad para compensar 
el detrimento de los ingresos del señor Wilson Gutiérrez Soler debido a los hechos del presente caso.  En 
este sentido, se ha probado que, al momento de su detención ilegal y tortura, el señor Wilson Gutiérrez Soler 
trabajaba en negocios propios y ganaba lo suficiente para mantener a su familia […].  Asimismo, se encuentra 
demostrado que, como consecuencia de haber denunciado las torturas, los hostigamientos y persecuciones 
subsiguientes impidieron que el señor Wilson Gutiérrez Soler volviera a encontrar una situación laboral estable 
y, eventualmente, lo forzaron al exilio […].

76. Este Tribunal observa que en el expediente no constan comprobantes idóneos para determinar con exactitud el 
ingreso que percibía el señor Gutiérrez Soler al momento de los hechos.  Al respecto, tomando en consideración 
las actividades que realizaba la víctima como medio de subsistencia, así como las circunstancias y particularidades 
del presente caso, la Corte fija en equidad la suma de US $60.000,00 (sesenta mil dólares de los Estados Unidos 
de América) a favor del señor Wilson Gutiérrez Soler, por concepto de pérdida de ingresos. Dicha cantidad 
deberá ser entregada al señor Wilson Gutiérrez Soler de conformidad con el párrafo 70 del presente fallo.

77. Se tiene por probado […] que la campaña de amenazas, hostigamientos y agresiones no sólo obligó al señor 
Wilson Gutiérrez Soler a huir de Colombia, sino también afectó profundamente la situación de seguridad de 
sus demás familiares.  Por ejemplo: a) sus padres sufrían amenazas y se colocó una bomba en su casa, por lo 
cual se tuvieron que ir de Bogotá; b) el hermano de Wilson, el señor Ricardo Gutiérrez Soler, recibió un libro 
bomba en su casa y fue víctima de varios allanamientos y hostigamientos en su lugar de trabajo; y c) personas 
desconocidas intentaron secuestrar a uno de los hijos del señor Ricardo Gutiérrez Soler.  Estas circunstancias 
difíciles han obligado a la familia del señor Ricardo Gutiérrez Soler a cambiarse de casa varias veces y han 
imposibilitado que Ricardo trabaje de una forma seguida para mantener a su familia […].  Debido a lo anterior, 
algunos hijos del señor Ricardo Gutiérrez Soler se han alejado de la familia y todos se encuentran en situaciones 
económicas difíciles, con pocas posibilidades de estudiar o seguir la carrera de su elección […].

78. La Corte observa que, si bien no se han aportado elementos probatorios para precisar los montos, es evidente 
que el exilio, los traslados de vivienda, los cambios de trabajo, así como las otras manifestaciones de la grave 
inestabilidad a la que la familia Gutiérrez Soler se ha visto sujeta desde 1994, han impactado seriamente el 
patrimonio familiar154.  Dado que dichas alteraciones fueron una consecuencia directa de los hechos del caso 
–es decir, ocurrieron debido a las denuncias de la tortura sufrida por el señor Wilson Gutiérrez Soler, y de 
los subsiguientes hostigamientos y agresiones sufridos por sus familiares– el Tribunal considera procedente, 
en equidad, ordenar al Estado el pago de una indemnización por concepto de daño patrimonial familiar de 
US $75.000,00 (setenta y cinco mil dólares de los Estados Unidos de América).  Dicha cantidad deberá ser 
entregada de la siguiente manera: US $30.000,00 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de América) al 
señor Wilson Gutiérrez Soler, US $30.000,00 (treinta mil dólares de los Estados Unidos de América) al señor 
Ricardo Gutiérrez Soler y US $15.000,00 (quince mil dólares de los Estados Unidos de América) a la señora 
María Elena Soler de Gutiérrez, de conformidad con el párrafo 70 de la presente Sentencia.

Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Interpretación de la Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 8 de febrero de 2006.

185. La Corte se referirá ahora al daño material sufrido por las víctimas como resultado de los hechos del presente 
caso, con el fin de ordenar una indemnización apropiada.  A tales efectos, el Tribunal tomará en cuenta la 

154  Cfr. Corte IDH. Caso Molina Theissen Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de julio de 2004. Serie C No. 108, párr. 59; Caso Bulacio vs. 
Argentina, párr. 88; y Corte IDH. Caso de la “Panel Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de mayo 
de 2001. Serie C No. 76, párr. 99.     
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prueba ofrecida, su jurisprudencia y los alegatos relevantes presentados por la Comisión, los representantes  
y el Estado.

186. Los hechos probados indican que los miembros de la comunidad fueron forzados a dejar sus hogares y tierras 
tradicionales abruptamente, y se han encontrado en situación de desplazamiento continuo, en la Guyana 
Francesa o en otras partes de Suriname […].  Asimismo, han sufrido pobreza y privaciones desde su huida de 
la aldea de Moiwana, dado que la posibilidad de utilizar sus medios tradicionales de subsistencia se ha visto 
limitada drásticamente […].

187. La Corte, tomando en cuenta, inter alia, las circunstancias del caso y la existencia de base suficiente para 
presumir daño material, considera procedente, en equidad, ordenar al Estado el pago de una indemnización 
por concepto de daño material de US $3,000.00 (tres mil dólares de los Estados Unidos de América), a cada una 
de las víctimas indicadas en los párrafos 180 y 181 de la presente Sentencia. La indemnización por concepto de 
daño material deberá ser entregada a cada una de las víctimas de conformidad con los párrafos 178 y 179 de este 
fallo.  Se ordenará una medida adicional en un apartado posterior de la presente Sentencia, con el fin de reparar 
la pérdida de los hogares de los miembros de la comunidad […].

Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007.

158. En este caso, si bien es cierto que el señor Bueno Alves tenía problemas previos de personalidad, los mismos 
no le impedían ejercer su profesión y “operaba de manera compensada”. Incluso, como se indicó en los párrafos 
anteriores, era un artesano con prestigio. Es a raíz de los hechos de tortura, agravados posteriormente por 
la denegación de justicia, que la víctima sufrió un “quiebre[,] descompensando aquella lábil estructura de 
personalidad [y] generando sobre la estructura de base un nuevo cuadro psiquiátrico”. 

170. Por otro lado, hay que considerar que el señor Bueno Alves tiene una incapacidad del 100% para realizar su 
oficio y una incapacidad general del 65%. Es decir que, en principio, podía dedicarse a otro género de labores 
(aunque de manera muy limitada), que le representase ciertos ingresos. Sin embargo, debe tenerse en cuenta 
que al momento de los hechos la víctima tenía 43 años, situación que dificulta su reubicación laboral.

172. Por todas las consideraciones expuestas, teniendo presente que no hay prueba de los ingresos que el señor 
Bueno Alves percibía antes de los hechos de tortura, considerando los documentos referenciales que han sido 
presentados al Tribunal sobre los ingresos que se perciben en el sector de la construcción […], teniendo en 
cuenta su incapacidad laboral, y considerando que no hay certeza sobre la recepción de ingresos por alguna 
actividad laboral alternativa, la Corte recurre a la equidad y estima que el Estado debe entregar la suma de 
US$ 100.000,00 (cien mil dólares de los Estados Unidos de América) al señor Bueno Alves, por concepto de 
indemnización por los ingresos que dejó de percibir a consecuencia de los hechos del presente caso.

178. La Corte entiende que en cierto tipo de violaciones a los derechos humanos, como sería el caso de la tortura, 
las víctimas podrían verse en la necesidad de buscar atención médica y/o psicológica. Pero esto no puede 
considerarse como la regla general. En función de las diversas características personales de quien sufre las 
torturas o del mecanismo de tormento utilizado, la atención médica no siempre resulta necesaria. Puede suceder 
que algunas personas que requiriesen atención especializada (médica o psicológica) no la hayan buscado. En 
tal caso las indemnizaciones cubrirían los daños inmateriales y los materiales que resulten pertinentes, entre 
los cuales se podrían incluir los tratamientos médicos o psicológicos futuros, pero no abarcarían gastos con 
respecto a un tratamiento que nunca se produjo. En suma, siempre que se alegue que las víctimas buscaron 
tratamiento médico o psicológico, debe presentarse prueba documental suficiente que permita al Tribunal 
cuantificar los gastos en los que verdaderamente incurrieron.

189. Por ello, esta Corte estima, […], que la indemnización debe comprender también los gastos futuros por 
tratamiento psicológico y médico. Sin embargo, la Corte no encuentra justificación alguna para calcular el 
monto indemnizatorio por este rubro utilizando el porcentaje señalado por la representante. Tal cálculo no 
tiene relación directa con las costos que representará para el señor Bueno Alves continuar con su atención y 
tratamientos especializados. La base para llegar a un monto aproximado de gastos futuros deben ser los gastos 
pasados y actuales, así como las características propias de las lesiones y padecimientos. Como fuera señalado en 
el párrafo 185, esta Corte no tiene elementos suficientes que demuestren los gastos ya efectuados por el señor 
Bueno Alves, así que no está en condiciones de hacer un cálculo preciso de gastos futuros.

190. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte fija en equidad la suma de US$ 45.000,00 (cuarenta y cinco mil dólares 
de los Estados Unidos de América), que el Estado deberá entregar al señor Bueno Alves, por concepto de gastos 
futuros de tratamiento y atención médica y psicológica.
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6.3. Daño inmaterial

Para ver las medidas de reparación de con respecto al daño inmaterial de situaciones de personas privadas de 
libertad, ver el Cuadernillo de Jurisprudencia Nº 9 de la Corte IDH sobre Privados de Libertad, en su punto 8.1.2.

Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 1998. 

138. La Corte considera que el daño moral a la víctima resulta evidente, pues es propio de la naturaleza humana 
que toda persona sometida a agresiones y vejámenes como los que han sido probados en el presente caso 
experimente un sufrimiento moral.  La Corte estima que no se requieren pruebas para llegar a esta conclusión. 
En el mismo sentido: Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de enero de 
1999, párr. 65.

139. Tomando en cuenta las circunstancias peculiares del caso, la Corte estima equitativo conceder a la víctima una 
indemnización de US$ 50.000,00 (cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de 
daño moral.

140. Ha sido demostrado que cuando la víctima fue detenida, sus hijos eran menores de edad, de aproximadamente 
12 y 16 años. En ese momento, la víctima velaba por su manutención, salud y educación y existía, entonces, 
una relación de dependencia entre la madre y sus hijos.  Además, la Corte ha verificado la existencia de graves 
violaciones en perjuicio de la víctima y debe presumir que tuvieron una repercusión en sus hijos, quienes se 
vieron alejados de ella y conocieron y compartieron su sufrimiento.  La Corte considera que estas presunciones 
no han sido desvirtuadas por el Estado y, por ende, es pertinente designar a Gisselle Elena y Paul Abelardo 
Zambrano Loayza como beneficiarios de la indemnización a que se hizo referencia en el punto resolutivo sexto 
de la sentencia de fondo.

141. Por esta razón, la Corte estima equitativo conceder a cada uno de los hijos de la víctima una indemnización de 
US$ 10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de daño moral.

142. En lo que se refiere a los señores Julio Loayza Sudario y Adelina Tamayo Trujillo de Loayza, la Corte considera 
que es aplicable la presunción de que sufrieron moralmente por la suerte de la víctima, pues es propio de la 
naturaleza humana que toda persona experimente dolor ante el suplicio de un hijo.  Esta presunción no ha 
sido desvirtuada por el Estado.  La Corte estima equitativo conceder a cada uno de los padres de la víctima 
una indemnización de US$ 10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) por concepto de  
daño moral.  

143. Las anteriores consideraciones son aplicables a los hermanos de la víctima, que como miembros de una familia 
integrada, no podían ser indiferentes a las graves aflicciones de la señora Loayza Tamayo, y esta presunción no 
ha sido desvirtuada por el Estado. Es pertinente, en consecuencia, designar a los hermanos de la víctima como 
beneficiarios de la indemnización a que se hizo referencia en el punto resolutivo sexto de la sentencia de fondo.  
La Corte estima equitativo conceder a cada uno de ellos una indemnización de US$ 3.000,00 (tres mil dólares 
de los Estados Unidos de América) por concepto de daño moral.

Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149

230. En relación con la acción civil de resarcimiento, el Estado alegó que la Corte debe evitar un bis in idem 
que ocurriría en el supuesto de que, por un lado, en el trámite ante la jurisdicción interna la acción civil de 
resarcimiento fuera declarada procedente, con el consecuente pago de una indemnización, y por otro, que la 
Corte decidiese condenar al Estado a pagar una indemnización por daños inmateriales a favor de la señora 
Albertina Viana Lopes.  En consecuencia, según el Estado, el mismo daño estaría siendo doblemente reparado.  
A su vez, indicó que el pedido de la acción civil de resarcimiento se interpuso contra particulares y no contra  
el Estado.

231. Al respecto, la Corte estima que las víctimas o sus familiares conservan el derecho que pudieran tener de 
reclamar ante la jurisdicción interna una indemnización de los particulares que pudieron ser responsables del 
daño.  En el presente caso, la señora Albertina Viana Lopes ejercitó ese derecho al interponer la acción civil de 
resarcimiento, la que todavía se encuentra pendiente de resolución.

232. Con motivo de la responsabilidad internacional en que ha incurrido el Estado, nace para el Estado una relación 
jurídica nueva que consiste en la obligación de reparar, distinta a la reparación que los familiares de la víctima 
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pudieran obtener de otras personas naturales o jurídicas.  En consecuencia, el hecho de que se tramite una 
acción civil de resarcimiento contra particulares en el fuero interno, no impide a la Corte ordenar una reparación 
económica a favor de la señora Albertina Viana Lopes, por las violaciones de la Convención Americana.  
Corresponderá al Estado dentro de su jurisdicción resolver las consecuencias que pudiera eventualmente tener 
la acción civil de resarcimiento que la señora Albertina Viana Lopes interpuso en la jurisdicción interna.

233. En segundo término, el Estado solicitó a la Corte que declare que ha realizado el pago de una justa indemnización 
en el ámbito interno, por medio de la pensión vitalicia estadual, como compensación del “daño moral”.  Al 
respecto, está demostrado que el estado del Ceará dictó la Ley No. 13.491, la cual constituyó una pensión 
mensual vitalicia a favor de la señora Albertina Viana Lopes desde el 16 de junio de 2004, después de más de 
cuatro años de la muerte de la víctima, que actualmente asciende a R$323,40 (trescientos veintitrés reales con 
cuarenta centavos) [...]. 

234. La Corte valora el hecho de que el estado del Ceará constituyera motu propio la referida pensión en beneficio 
de la señora Albertina Viana Lopes.  No obstante, en razón de las consideraciones expuestas anteriormente, este 
Tribunal estima procedente fijar una indemnización por daño inmaterial a favor de la madre del señor Damião 
Ximenes Lopes, o de sus familiares, si correspondiere, por las violaciones a sus derechos humanos consagrados 
en la Convención Americana que han sido declaradas en la presente Sentencia […], sin dejar de observar que 
la referida pensión constituye un beneficio legal vitalicio concedido a favor de la señora Albertina Viana Lopes, 
el cual la Corte valora, con independencia a las reparaciones que fije por concepto de daño inmaterial. 

235. En el caso sub judice, en consideración de los sufrimientos causados al señor Damião Ximenes Lopes, y que 
produjeron también a algunos de sus familiares sufrimientos, el cambio de sus condiciones de existencia y otras 
consecuencias de orden no pecuniario, la Corte estima pertinente determinar el pago de una compensación, 
fijada equitativamente, por concepto de daños inmateriales.

236. Este Tribunal reconoce que se ha causado a las señoras Albertina Viana Lopes e Irene Ximenes Lopes Miranda, 
familiares del señor Damião Ximenes Lopes, un daño inmaterial por la falta de una investigación seria, diligente 
y efectiva por parte de las autoridades estatales para determinar lo sucedido a la víctima y, en su caso, para 
identificar, y sancionar a los responsables.  La Corte estima que en el presente caso no es pertinente ordenar 
el pago de una compensación económica por concepto de daño inmaterial por la violación de los artículos 
8.1 y 25.1 de la Convención Americana, tomando en cuenta que esta sentencia constituye, per se, una forma 
de reparación, y considerando que los actos u obras de alcance o repercusión públicos que se detallan en el 
siguiente apartado significan una debida reparación en los términos del artículo 63.1 de la Convención. 

237. En consideración de los distintos aspectos del daño aducidos por la Comisión y los representantes, la Corte 
considera los siguientes aspectos:

a) en lo que se refiere al señor Damião Ximenes Lopes, este Tribunal toma en cuenta para la determinación 
de la indemnización por concepto de daño inmaterial, que está probado que éste no recibió una atención 
médica ni tratamiento adecuados como paciente con discapacidad mental, quien por su condición 
era especialmente vulnerable, fue sometido a tratos crueles inhumanos y degradantes mientras estuvo 
hospitalizado en la Casa de Reposo Guararapes, situación que se vio agravada con su muerte [...];

b) en la determinación de la indemnización por concepto de daño inmaterial que corresponde a la señora 
Albertina Viana Lopes, esta Corte toma en cuenta el hecho de que es la madre del fallecido.  Tiene en 
consideración, además, que fue establecido el profundo sufrimiento y angustia que le causó ver el estado 
deplorable en que se encontraba su hijo en la Casa de Reposo Guararapes y su consecuente fallecimiento; 
y las secuelas físicas y psicológicas producidas posteriormente [...]; 

c) respecto del señor Francisco Leopoldino Lopes, con la finalidad de determinar la indemnización por 
daños inmateriales, el Tribunal considera el hecho de que era el padre del señor Damião Ximenes Lopes, 
mantenía su vínculo afectivo con éste, y ha sufrido a raíz de la muerte de su hijo [...];

d) en lo que se refiere a la señora Irene Ximenes Lopes Miranda, hermana del señor Damião Ximenes Lopes, 
el Tribunal, para la determinación de la indemnización por concepto de daño inmaterial, considera el 
sufrimiento causado por la muerte de su hermano, con quien tenía un lazo afectivo estrecho, que le ha 
causado padecimientos, como las secuelas psicologicas posteriores.  Además, la señora Irene Ximenes 
Lopes Miranda, aún en detrimento del bienestar de sus hijas, ha buscado justicia a partir de la muerte de 
su hermano, para lo cual ha acudido a diversos órganos en la jurisdicción interna e internacional, por lo 
que ha padecido y revivido en forma constante las circunstancias de la muerte de su hermano [...], y
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e) en la determinación de la indemnización por concepto de daño inmaterial que corresponde al señor 
Cosme Ximenes Lopes, quien también estuvo internado en instituciones psiquiátricas, la Corte considera 
el vínculo afectivo y la identificación que existía entre los dos hermanos y el hecho de que el fallecimiento 
de su hermano le causó dolor y sufrimiento, quien estuvo en estado de shock, sufrió de depresión y dejó 
de trabajar a raíz de la muerte del señor Damião Ximenes Lopes [...].

238. En consideración de lo expuesto, la Corte fija en equidad el valor de las compensaciones por dicho concepto, en 
los siguientes términos:

a) para el señor Damião Ximenes Lopes, la cantidad de US$50.000,00 (cincuenta mil dólares de los Estados 
Unidos de América), la cual deberá ser distribuida entre las señoras Albertina Viana Lopes e Irene 
Ximenes Lopes Miranda, y los señores Francisco Leopoldino Lopes y Cosme Ximenes Lopes, y

b) para la señora Albertina Viana Lopes, la cantidad de US$30.000,00 (treinta mil dólares de los Estados 
Unidos de América);

c) para el señor Francisco Leopoldino Lopes la cantidad de US$10.000,00 (diez mil dólares de los Estados 
Unidos de América), 

d) para la señora Irene Ximenes Lopes Miranda, la cantidad de US$25.000,00 (veinticinco mil dólares de los 
Estados Unidos de América), y

e) para el señor Cosme Ximenes Lopes, la cantidad de US$10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos 
de América).

Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007.

202. […], la Corte considera que el daño inmaterial infligido al señor Bueno Alves resulta evidente, pues es propio de 
la naturaleza humana que toda persona sometida a torturas, experimente un profundo sufrimiento, angustia, 
terror, impotencia e inseguridad, por lo que este daño no requiere pruebas. Asimismo, la Corte se remite a las 
conclusiones del capítulo referente al derecho a la integridad personal […] respecto a las consecuencias de 
orden físico y psicológico que la tortura produjo a la víctima, las que se vieron exacerbadas por el rechazo de 
sus reclamos ante el Poder Judicial, e invoca también la aceptación del Estado respecto a que es “obvio […] que 
cualquier violación a la integridad personal produce un daño no solo físico sino psíquico a quien la padece”. 
Finalmente, la Corte toma en cuenta que el señor Bueno Alves está impedido para continuar su oficio de 
artesano marmolero por los hechos del caso, lo cual le ha producido un perjuicio moral.

Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 2009.

183.  En los capítulos VII y VIII de la presente Sentencia, el Tribunal concluyó que la forma y circunstancias en que 
Blanca Jeannette Kawas Fernández fue asesinada, así como la inactividad de las autoridades estatales en las 
investigaciones y la falta de eficacia de las medidas adoptadas para esclarecer los hechos y en su caso sancionar 
a los responsables, han afectado la integridad psíquica y moral de los señores Jacobo Kawas Cury, ya fallecido, 
Blanca Fernández, Selsa Damaris y Jaime Alejandro Watt Kawas, Jacobo Roberto Kawas Fernández, Jorge Jesús 
Kawas Fernández y Carmen Marilena Kawas Fernández, todos ellos familiares de la señora Blanca Jeannette 
Kawas Fernández. 

184.  La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que una sentencia declaratoria de violación de 
derechos constituye per se una forma de reparación. No obstante, por las circunstancias del caso sub judice, 
la Corte estima pertinente determinar el pago de una compensación, fijada equitativamente, por concepto 
de daños inmateriales a favor de los familiares de la señora Blanca Jeannette Kawas Fernández, considerados 
víctimas de la violación de los artículos 5.1, 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 
1.1 de la misma […]. En consecuencia, el Tribunal ordena al Estado pagar la cantidad de US $20,000.00 (veinte 
mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de Selsa Damaris y Jaime Alejandro Kawas Fernández, 
cada uno; la cantidad de US $20,000.00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la 
señora Blanca Fernández y del señor Jacobo Kawas Cury,  cada uno; US $10,000.00 (diez mil dólares de los 
Estados Unidos de América) a favor de Jacobo Kawas Fernández y, la cantidad de US $5,000.00 (cinco mil 
dólares de los Estados Unidos de América) a favor de la señora Carmen Marilena y del señor Jorge Jesús, ambos 
de apellidos Kawas Fernández, cada uno. La cantidad correspondiente al señor Jacobo Kawas Cury deberá 
entregarse por partes iguales a sus hijos.
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185. Por otra parte, tal como lo ha señalado la Corte en otras oportunidades, en casos como el presente el daño 
inmaterial infligido a la víctima resulta evidente. Al respecto y aunque no ha sido solicitado por la Comisión y 
los representantes, la Corte decide ordenar al Estado el pago de una compensación de US $50,000.00 (cincuenta 
mil dólares de los Estados Unidos de América) por los daños morales sufridos por Blanca Jeannette Kawas 
Fernández. Dicha cantidad deberá ser entregada en su totalidad y en partes iguales a los hijos de la víctima, 
Selsa Damaris y Jaime Alejandro Watt Kawas.

6.4. Tratamientos psicológicos y atención médica

Para ver las medidas de reparación de “Tratamientos psicológicos y médicos” de situaciones de personas 
privadas de libertad, ver el Cuadernillo de Jurisprudencia Nº 9 de la Corte IDH sobre Privados de Libertad, en su 
punto 8.2.5.

Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Sentencia de 12 de septiembre de 2005.

102. Con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal dispone que el Estado debe brindar 
gratuitamente, a través de las instituciones de salud que designe, el tratamiento psicológico y psiquiátrico 
que requieran las siguientes personas: María Elena Soler de Gutiérrez, Ricardo Gutiérrez Soler, Yaqueline 
Reyes, Luisa Fernanda Gutiérrez Reyes, Paula Camila Gutiérrez Reyes, Leonardo Gutiérrez Rubiano, Leydi 
Caterin Gutiérrez Peña, Sulma Tatiana Gutiérrez Rubiano, Ricardo Alberto Gutiérrez Rubiano y Carlos Andrés 
Gutiérrez Rubiano.  Dicho tratamiento debe incluir, inter alia, los medicamentos que puedan ser necesarios.  
Al proveer el tratamiento se deben considerar las circunstancias particulares de cada persona y las necesidades 
de cada una de ellas, de manera que se les brinden tratamientos familiares e individuales.  El referido 
tratamiento debe desarrollarse después de una evaluación individual, según lo que se acuerde con cada una de  
dichas personas. 

103. En el caso del tratamiento médico y psicológico del señor Wilson Gutiérrez Soler y de la atención psicológica de 
su hijo Kevin Daniel Gutiérrez Niño, ya que los dos están exiliados en los Estados Unidos de América, el Estado 
deberá entregar la cantidad de US $25.000,00 (veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de América) al 
señor Wilson Gutiérrez Soler para cubrir los gastos razonables al respecto. 

Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. 

207. Con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, el Tribunal dispone que el Estado debe brindar 
gratuitamente, a través de las instituciones de salud que designe, el tratamiento psicológico y psiquiátrico, según 
sea el caso, a las siguientes personas: Guadalupe Yllconza Ramírez de Baldeón; Crispín, Roberto, Segundina, 
Miguelita, Perseveranda, Vicente, Sabina y Fidela, todos ellos de apellido Baldeón Yllaconza, si así lo requieren 
y por el tiempo que sea necesario.  Dicho tratamiento debe incluir, inter alia, los medicamentos que puedan ser 
necesarios.  Al proveer el tratamiento se deben considerar las circunstancias particulares de cada persona y las 
necesidades de cada una de ellas, de manera que se les brinden tratamientos familiares e individuales, según lo 
que se acuerde con cada una de dichas personas, y después de una evaluación individual. 

Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia de 26 de septiembre de 2006.

159. Se ha probado que los padecimientos físicos, psicológicos y emocionales sufridos por los familiares de Gerardo 
Vargas Areco, derivados de las violaciones declaradas en el presente fallo, perduran hasta ahora y perturban 
la vida de aquéllos […].  En tal virtud, esta Corte estima, como lo ha hecho en otras oportunidades, que las 
reparaciones también deben comprender tratamiento médico integral, incluyendo psicológico y psiquiátrico, a 
los familiares de Gerardo Vargas Areco, si ellos así lo desearan.  

160. Para los fines señalados, el Estado debe brindar el tratamiento médico y psicológico requerido, individual y 
de grupo, conforme a las características del caso y según lo determinen los profesionales a cargo de dicho 
tratamiento, a través de las instituciones públicas de salud, en forma gratuita y con inclusión de los exámenes y 
medicamentos pertinentes. 

Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 2009.

209.  Con base en los daños sufridos por los familiares de la señora Blanca Jeannette Kawas Fernández, establecidos 
en términos del Capítulo VIII de la presente Sentencia, el Tribunal estima conveniente disponer que el Estado 
brinde atención psicológica y/o psiquiátrica gratuita y de forma inmediata, adecuada y efectiva a través de sus 
instituciones de salud especializadas, a aquellos familiares considerados víctimas por este Tribunal que así lo 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2017 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/qg4JKs

http://www.corteidh.or.cr/sitios/libros/todos/docs/privados9.pdf


95

INTEGRIDAD PERSONAL

soliciten. Dicho tratamiento debe ser brindado por personal e instituciones especializadas en la atención de 
los trastornos y enfermedades que presenten tales personas como consecuencia de los hechos del caso. Dicho 
tratamiento debe comenzar cuando lo soliciten los beneficiarios, quienes tendrán un plazo de dos años, contado 
a partir de la notificación de la presente Sentencia para solicitarlo. Asimismo, el tratamiento debe prestarse por 
el tiempo que sea necesario e incluir el suministro de los medicamentos que eventualmente se requieran, así 
como tomar en consideración los padecimientos de cada uno de los beneficiarios relacionados con los hechos 
del presente caso, después de una evaluación individual. […] 

Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010.

251. La Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que es preciso disponer una medida de reparación que 
brinde una atención adecuada a los padecimientos físicos y psicológicos sufridos por las víctimas, atendiendo 
a sus especificidades de género y etnicidad. Por lo tanto, habiendo constatado las violaciones y los daños 
sufridos por las víctimas en el presente caso, el Tribunal dispone la obligación a cargo del Estado de brindarles 
gratuitamente y de forma inmediata, el tratamiento médico y psicológico que requieran. Para ello debe obtener 
el consentimiento de las víctimas brindando información previa, clara y suficiente. Los tratamientos deben 
ser provistos por el tiempo que sea necesario, y deben incluir la provisión de medicamentos y, en su caso, 
transporte, intérprete y otros gastos que estén directamente relacionados y sean estrictamente necesarios. En 
el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, párr. 252.

252. En particular, el tratamiento psicológico o psiquiátrico debe brindarse por personal e instituciones estatales 
especializadas en la atención de víctimas de hechos de violencia como los ocurridos en el presente caso. 
En el caso de que el Estado careciera de ellas deberá recurrir a instituciones privadas o de la sociedad civil 
especializadas. Al proveer dicho tratamiento se deben considerar, además, las circunstancias y necesidades 
particulares de cada víctima, de manera que se les brinden tratamientos familiares e individuales, según lo 
que se acuerde con cada una de ellas, y después de una evaluación individual. Finalmente, dicho tratamiento 
se deberá brindar, en la medida de las posibilidades, en los centros más cercanos a su lugar de residencia. Las 
víctimas que soliciten esta medida de reparación, o sus representantes legales, disponen de un plazo de seis 
meses, contados a partir de la notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer al Estado su intención 
de recibir atención psicológica o psiquiátrica. La Corte destaca la necesidad que el Estado y los representantes 
presten su máximo esfuerzo de colaboración y brinden a las víctimas toda la información que sea necesaria 
relativa a recibir tratamiento psicológico con el fin de avanzar en la implementación de esta medida de manera 
consensuada. En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, párr. 253. 

Caso Familia Barrios Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011.

329.       La Corte considera, como lo ha hecho en otros casos, que es necesaria una medida de reparación que brinde 
una atención adecuada a los padecimientos físicos y psicológicos sufridos por las víctimas, derivadas de las 
violaciones establecidas en la presente sentencia. Por lo tanto, el Tribunal estima conveniente disponer que el 
Estado brinde atención médica y psicológica gratuita y de forma inmediata, adecuada y efectiva, a través de 
sus instituciones públicas de salud especializadas a las víctimas que así lo soliciten. Para ello, deberán tomarse 
en consideración los padecimientos específicos de los beneficiarios mediante la realización previa de una 
valoración física y psicológica o psiquiátrica. Asimismo, los tratamientos respectivos deberán prestarse por el 
tiempo que sea necesario e incluir el suministro gratuito de los medicamentos que eventualmente requieran.

330.      En particular, el tratamiento psicológico debe brindarse por personal e instituciones estatales especializadas en 
la atención de víctimas de hechos como los ocurridos en el presente caso. En caso de que el Estado careciera del 
personal o de las instituciones que puedan proveer el nivel requerido de atención, deberá recurrir a instituciones 
privadas o de la sociedad civil especializadas. Al proveer dicho tratamiento se deben considerar, además, las 
circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de manera que se les brinden tratamientos familiares 
e individuales, según lo que se acuerde con cada una de ellas, después de una evaluación individual. Finalmente, 
dicho tratamiento se deberá brindar, en la medida de las posibilidades, en los centros más cercanos a sus 
lugares de residencia. Las víctimas que soliciten esta medida de reparación disponen de un plazo de seis meses 
contados a partir de la notificación de la presente Sentencia para dar a conocer, por sí mismas o por medio de 
sus representantes legales, al Estado su intención de recibir atención médica o psicológica.ç
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Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
octubre de 2012.

259. Asimismo, la Corte estima, como lo ha hecho en otros casos, que es preciso disponer una medida de reparación que 
brinde una atención adecuada a los padecimientos psicológicos y físicos sufridos por las víctimas, derivadas de las 
violaciones establecidas en el presente Fallo. Con el fin de contribuir a la reparación de estos daños, la Corte dispone 
la obligación a cargo del Estado de brindar gratuitamente y de forma inmediata el tratamiento médico y psicológico 
que requieran las víctimas, previo consentimiento informado y por el tiempo que sea necesario, incluida la provisión 
gratuita de medicamentos. En el caso de que las víctimas residan en República Dominicana, el tratamiento médico 
y psicológico debe brindarse por personal e instituciones estatales. Si el Estado careciera de ellas, deberá recurrir a 
instituciones privadas o de la sociedad civil especializadas. Dicho tratamiento se deberá otorgar, en la medida de 
las posibilidades, en los centros más cercanos a su lugar de residencia. 

260. Al proveer dicho tratamiento se deben considerar, además, las circunstancias y necesidades particulares de cada 
víctima, de manera que se les brinden tratamientos familiares e individuales, según lo que se acuerde con cada 
una de ellas y después de una evaluación individual.

261. Sin embargo, en el caso de que las víctimas no residan en República Dominicana, la Corte considera pertinente 
determinar que en el supuesto que las víctimas soliciten atención médica o psicológica, el Estado deberá otorgar 
a las víctimas sobrevivientes, quienes fueron heridas, la cantidad de US$ 7,500.00 (siete mil y quiñentos dólares 
de los Estados Unidos de América) y a los demás sobrevivientes la cantidad de US$ 3,500.00 (tres mil quiñentos 
dólares de los Estados Unidos de América), ambos por concepto de gastos por tratamiento médico y psicológico, 
para que puedan recibir dicha atención en la localidad donde residan.

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

314. Por tanto, la Corte determina que el Estado debe brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de 
salud especializadas y de forma inmediata, adecuada, integral y efectiva, el tratamiento médico, psicológico o 
psiquiátrico que requiera Gladys Carol Espinoza Gonzáles, previo consentimiento informado y si así lo desea, 
incluida la provisión gratuita de medicamentos. Asimismo, el Estado deberá asegurar que los profesionales 
que sean asignados valoren debidamente las condiciones psicológicas y físicas de la víctima y tengan la 
experiencia y formación suficientes para tratar tanto los problemas de salud físicos que padezca como los 
traumas psicológicos ocasionados como resultado de los tratos crueles, inhumanos y degradantes, y la tortura 
que sufrió, la cual incluyó la violación sexual y otras formas de violencia sexual […]. Para tal efecto y dado que 
actualmente Gladys Espinoza se encuentre recluida, dichos profesionales deben tener acceso a los lugares en 
que se encuentra, así como se deben asegurar los traslados a las instituciones de salud que la víctima requiera. 
Posteriormente, los tratamientos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en los centros más cercanos a su 
lugar de residencia en el Perú por el tiempo que sea necesario. Lo anterior implica que Gladys Espinoza deberá 
recibir un tratamiento diferenciado en relación con el trámite y procedimiento que debiera realizar para ser 
atendida en los hospitales públicos.

315. Por otro lado, el Estado debe brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de salud especializadas y 
de forma inmediata, adecuada, integral y efectiva, el tratamiento psicológico o psiquiátrico que requiera 
Manuel Espinoza Gonzáles, previo consentimiento informado y si así lo desea, incluida la provisión gratuita de 
medicamentos. Asimismo, los tratamientos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en los centros más 
cercanos a su lugar de residencia en el Perú por el tiempo que sea necesario. Lo anterior implica que el señor 
Espinoza Gonzáles deberá recibir un tratamiento diferenciado en relación con el trámite y procedimiento que 
debiera realizar para ser atendido en los hospitales públicos.

316. Al proveer el tratamiento psicológico o psiquiátrico a Gladys Espinoza y Manuel Espinoza, se deben considerar, 
además, las circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, de manera que se les brinden tratamientos 
colectivos, familiares e individuales, según lo que se acuerde con cada una de ellas y después de una evaluación 
individual. Las víctimas que soliciten esta medida de reparación, o sus representantes legales, disponen de 
un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, para dar a conocer al 
Estado su intención de recibir tratamiento psicológico o psiquiátrico, y en el caso de Gladys Espinoza, también 
tratamiento médico. 
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6.5. Proyecto de vida

Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Sentencia de 12 de septiembre de 2005.

88. El Tribunal considera que los hechos violatorios en contra del señor Wilson Gutiérrez Soler impidieron la 
realización de sus expectativas de desarrollo personal y vocacional, factibles en condiciones normales, y 
causaron daños irreparables a su vida, obligándolo a truncar sus lazos familiares y trasladarse al extranjero, en 
condiciones de soledad, penuria económica y quebranto físico y psicológico.  Tal como el señor Gutiérrez Soler 
manifestó, las torturas y los hechos subsiguientes tuvieron consecuencias graves, a saber: 

 definitivamente esto acab[ó] mi vida – y no sólo la mía – la de mi hijo, la de mi esposa […]. Mi 
familia se perdió, el vínculo familiar de padres-hijos se perdió […].  No solamente me quitaron mi 
propio valor, sino me quitaron mi familia, mis padres.  

 Asimismo, está probado que la forma específica de tortura que la víctima sufrió no sólo ha dejado 
cicatrices físicas, sino también ha disminuido de manera permanente su autoestima y su capacidad 
de realizar y gozar relaciones afectivas íntimas.

89. Por las anteriores consideraciones, la Corte reconoce la ocurrencia de un daño al “proyecto de vida” del señor 
Wilson Gutiérrez Soler, derivado de la violación de sus derechos humanos.  Como en otros casos, no obstante, 
el Tribunal decide no cuantificarlo en términos económicos, ya que la condena que se hace en otros puntos 
de la presente Sentencia contribuye a compensar al señor Wilson Gutiérrez Soler por sus daños materiales e 
inmateriales […].  La naturaleza compleja e íntegra del daño al “proyecto de vida” exige medidas de satisfacción y 
garantías de no repetición […] que van más allá de la esfera económica .  Sin perjuicio de ello, el Tribunal estima 
que ninguna forma de reparación podría devolverle o proporcionarle las opciones de realización personal de las 
que se vio injustamente privado el señor Wilson Gutiérrez Soler.

6.6. Garantías de no repetición

6.6.1. Implementación del Protocolos de actuación

Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Sentencia de 12 de septiembre de 2005.

109. La Corte observa que la perito María Cristina Nunes de Mendonça […] refirió que los exámenes practicados al 
señor Wilson Gutiérrez Soler son incompletos, ya que no estuvieron acompañados de registros fotográficos, así 
como tampoco se realizó un examen de lesiones internas.  La perito indicó que dichas omisiones incidieron en la 
interpretación posterior de los exámenes y en el resultado de los procesos internos que se adelantaron por estos 
hechos.  Asimismo, destacó la importancia de que se apliquen a casos de tortura los parámetros contenidos en 
el Protocolo de Estambul, pues éste describe la forma como deben realizarse los exámenes médicos y elaborarse 
los dictámenes respecto de víctimas de tortura o tratos crueles, inhumanos y degradantes. En razón de ello, la 
perito precisó que la observancia de dichos parámetros evita que tales hechos pasen desapercibidos y queden 
en la impunidad.

110. En tal sentido, la Corte estima que la difusión e implementación de los parámetros establecidos en el Protocolo 
de Estambul puede contribuir eficazmente a la protección del derecho a la integridad personal en Colombia. 
Por ello, considera que el Estado debe adoptar un programa de formación que tenga en cuenta dichas normas 
internacionales, el cual debe estar dirigido a los médicos que cumplen sus funciones en los centros de detención 
oficiales y a los funcionarios del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, así como a los 
fiscales y jueces encargados de la investigación y el juzgamiento de hechos como los que han afectado al señor 
Wilson Gutiérrez Soler, con el fin de que dichos funcionarios cuenten con los elementos técnicos y científicos 
necesarios para evaluar posibles situaciones de tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Asimismo, 
el Tribunal considera necesario que dicho programa de formación incluya el caso del señor Wilson Gutiérrez 
Soler como una medida dirigida a prevenir la repetición de los hechos.

Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. 

199. Tomando en cuenta lo señalado por el Estado en el párrafo anterior, este Tribunal considera que el Estado 
debe emprender con seriedad, en un plazo razonable, todas las acciones necesarias para identificar, juzgar y 
sancionar a todos los autores materiales e intelectuales de las violaciones cometidas en perjuicio del señor 
Bernabé Baldeón García, para los efectos penales y cualesquiera otros que pudieran resultar de la investigación 
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de los hechos. Los familiares de la víctima o sus representantes deberán tener pleno acceso y capacidad de actuar 
en todas las etapas e instancias de los procesos penales internos instaurados en el presente caso, de acuerdo 
con la ley interna y la Convención Americana. Los resultados de estos procesos deberán ser públicamente 
divulgados por el Estado, de manera tal que la sociedad peruana pueda conocer la verdad acerca de los hechos 
del presente caso.

200. Los referidos procedimientos, además, deben tomar en consideración las normas internacionales de 
documentación e interpretación de los elementos de prueba forense respecto de la comisión de actos de tortura 
y particularmente las definidas en el Manual para la investigación y documentación eficaces de la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (“el Protocolo de Estambul”).

Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010.

255. El Tribunal toma nota y valora lo informado por el Estado sobre la existencia de los instrumentos mencionados 
y las actividades que se han venido realizando en las entidades federativas respecto de algunos de ellos. Sin 
embargo, la Corte no cuenta con el documento de “contextualización nacional” del Protocolo de Estambul ni 
cuenta con información suficiente sobre su aplicación en el estado de Guerrero. Por otra parte, la Corte observa 
positivamente la existencia de la Norma Oficial Mexicana NOM-046-SSA2-2005, la cual contiene criterios 
aplicables para la prevención y atención de violencia sexual y contra las mujeres y estándares de detección 
e investigación para el personal de salud. Sin embargo, el Tribunal nota que a pesar que en su introducción 
señala que “con la elaboración de esta Norma Oficial Mexicana, [el Estado] da cumplimiento a los compromisos 
adquiridos en los foros internacionales” y que la misma habría resultado de un acuerdo ante la Comisión 
Interamericana, el artículo 8 de dicha norma establece que la misma “no tiene concordancia con lineamientos 
o recomendaciones mexicanas e internacionales”, es decir, que no se adecuaría a estándares internacionales. La 
Comisión Interamericana y los representantes no se pronunciaron sobre ninguno de los instrumentos señalados 
por el Estado.

256. La Corte ha ordenado en otros casos adecuar, teniendo en cuenta los estándares internacionales, los parámetros 
para investigar y realizar el análisis forense. En el presente caso el Tribunal considera necesario que el Estado 
continúe con el proceso de estandarización de un protocolo de actuación, para el ámbito federal y del estado 
de Guerrero, respecto de la atención e investigación de violaciones sexuales considerando, en lo pertinente, 
los parámetros establecidos en el Protocolo de Estambul y en las Directrices de la Organización Mundial de la 
Salud antes indicados. 

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

322. La Corte valora los esfuerzos del Estado para combatir la violencia por razón de género. Estos avances, en 
especial los judiciales, constituyen indicadores estructurales relacionados con la adopción de normas que, en 
principio, tienen como objetivo enfrentar la violencia y discriminación contra la mujer. Sin embargo, el Perú no 
aportó información a la Corte sobre la efectividad de las medidas adoptadas. De igual modo, es menester que se 
incluyan en los protocolos de investigación en el Perú los estándares establecidos en esta Sentencia. En virtud 
de lo anterior, la Corte ordena al Estado del Perú, en un plazo razonable, desarrollar protocolos de investigación 
para que los casos de tortura, violación sexual y otras formas de violencia sexual sean debidamente investigados 
y juzgados de conformidad con los estándares indicados en los párrafos 248, 249, 251, 252, 255 y 256 de esta 
Sentencia, los cuales se refieren a la recaudación de prueba en casos de tortura y violencia sexual, y en particular, 
a la recopilación de declaraciones y la realización de evaluaciones médicas y psicológicas.

6.6.2. Adaptar legislación nacional

Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 2009.

213.  El Tribunal valora positivamente la creación del “Grupo de Investigación para las Muertes de Ambientalistas” 
adscrita a la Secretaría de Estado en el Despacho de Seguridad como respuesta a los hechos de violencia 
generados en contra de ese grupo […]. No obstante, reitera que las amenazas y los atentados a la integridad y a 
la vida de los defensores de derechos humanos y la impunidad de este tipo de estos hechos, son particularmente 
graves en una sociedad democrática. De conformidad con la obligación general de respetar y garantizar los 
derechos establecida en el artículo 1.1 de la Convención, al Estado tiene el deber de adoptar medidas de carácter 
legislativo, administrativo o judicial, o el perfeccionamiento de las existentes, que garanticen la libre realización 
de las actividades de los defensores del medio ambiente; la protección inmediata a los defensores del medio 
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ambiente ante el peligro o amenazas que se susciten con motivo de su labor, y la investigación inmediata, seria 
y eficaz de los actos que pongan en peligro la vida o la integridad de los defensores ambientalistas, con motivo 
de su trabajo.

Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana. Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de 
octubre de 2012.

274. La Corte recuerda que el Estado debe prevenir la recurrencia de violaciones a los derechos humanos como 
las ocurridas en el presente caso y, por eso, adoptar todas las medidas legales, administrativas y de otra índole 
que sean necesarias para evitar que hechos similares vuelvan a ocurrir en el futuro, en cumplimiento de sus 
deberes de prevención y garantía de los derechos fundamentales reconocidos por la Convención Americana. 
En particular, de conformidad con el artículo 2 de la Convención, el Estado tiene el deber de adoptar las 
medidas necesarias para hacer efectivo el ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención. 

275. En particular, el Estado deberá, en un plazo razonable, adecuar su legislación interna a la Convención Americana, 
incorporando los estándares internacionales sobre el uso de la fuerza por los funcionarios encargados de aplicar 
la ley, de acuerdo con los principios de legalidad, proporcionalidad, necesidad y excepcionalidad, así como los 
criterios de uso diferenciado y progresivo de la fuerza. Dicha legislación deberá contener las especificaciones 
señaladas en el capítulo VII-1 de la presente Sentencia.

6.6.3. Obligación de investigar

Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Sentencia de 12 de septiembre de 2005.

95. De esta manera, todavía prevalece, once años después de los hechos, la impunidad de los autores de los mismos.  
La Corte ha definido la impunidad como la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, 
enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención 
Americana.  El Estado está obligado a combatir esta situación por todos los medios disponibles, ya que ésta 
propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de 
sus familiares.

96. Por lo anterior, el Estado debe investigar efectivamente los hechos del presente caso con el fin de identificar, 
juzgar y sancionar a los autores de la detención y torturas al señor Wilson Gutiérrez Soler.  Los resultados de 
este proceso deberán ser públicamente divulgados por el Estado, de manera tal que la sociedad colombiana 
pueda conocer la verdad acerca de los hechos de este caso.

97. Asimismo, es preciso que tribunales penales ordinarios competentes investiguen y sancionen a los miembros de 
la fuerza pública que participan en casos de violaciones a derechos humanos.  Por otra parte, el Estado deberá 
abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía, el indulto, la prescripción y el establecimiento de excluyentes 
de responsabilidad, así como medidas que pretendan impedir la persecución penal o suprimir los efectos de 
una sentencia condenatoria.

Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. 

199. Tomando en cuenta lo señalado por el Estado en el párrafo anterior, este Tribunal considera que el Estado 
debe emprender con seriedad, en un plazo razonable, todas las acciones necesarias para identificar, juzgar y 
sancionar a todos los autores materiales e intelectuales de las violaciones cometidas en perjuicio del señor 
Bernabé Baldeón García, para los efectos penales y cualesquiera otros que pudieran resultar de la investigación 
de los hechos. Los familiares de la víctima o sus representantes deberán tener pleno acceso y capacidad de actuar 
en todas las etapas e instancias de los procesos penales internos instaurados en el presente caso, de acuerdo 
con la ley interna y la Convención Americana. Los resultados de estos procesos deberán ser públicamente 
divulgados por el Estado, de manera tal que la sociedad peruana pueda conocer la verdad acerca de los hechos 
del presente caso.

Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149

246. En consecuencia, los familiares de las víctimas tienen el derecho, y los Estados la correspondiente obligación, 
a que lo sucedido sea efectivamente investigado por las autoridades estatales, de que se siga un proceso contra 
los presuntos responsables de estos ilícitos y, en su caso, de que se les impongan las sanciones pertinentes  [...].
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247. En el presente caso la Corte estableció que, transcurridos más de seis años de los hechos, los autores de los 
tratos crueles, inhumanos y degradantes así como de la muerte del señor Damião Ximenes Lopes no han sido 
responsabilizados, prevaleciendo la impunidad.

248. La Corte advierte que el Estado debe garantizar que en un plazo razonable el proceso interno tendiente a 
investigar y sancionar a los responsables de los hechos de este caso surta sus debidos efectos, dando aplicabilidad 
directa en el derecho interno a la normativa de protección de la Convención Americana.

Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. Sentencia de 26 de septiembre de 2006

155. Al respecto, la Corte reitera la obligación del Estado de emprender con seriedad, en un plazo razonable, todas 
las acciones necesarias para identificar, determinar la responsabilidad y sancionar a todos los responsables de 
las violaciones cometidas en el presente caso, para los efectos penales y cualesquiera otros que pudieran resultar 
de la investigación de los hechos.  A tal efecto, deberá adoptar todas las medidas judiciales y administrativas 
necesarias con el fin de reabrir la investigación por los hechos del presente caso. Dichas investigaciones deberán 
tener por materia los hechos relacionados con la supuesta tortura del niño Vargas Areco.  Los familiares de 
Gerardo Vargas Areco o sus representantes deberán tener pleno acceso y capacidad de actuar en todas las etapas 
e instancias de los correspondientes procesos, de acuerdo con la ley interna y la Convención Americana, sin 
descargar sobre los familiares el impulso procesal. Asimismo, el Estado debe asegurar el cumplimiento efectivo 
de la decisión que adopten las instancias internas, en acatamiento de esta obligación.

156. Para los efectos de esta obligación, es pertinente señalar, conforme a la jurisprudencia constante de la Corte, 
sustentada en el derecho internacional, que ninguna ley ni disposición de derecho interno puede impedir a 
un Estado cumplir el deber, reconocido por la Corte, de investigar y sancionar a los responsables de ciertas 
violaciones de derechos humanos, como las de este caso

Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007.

211. Teniendo en cuenta lo anterior, así como la jurisprudencia de este Tribunal, la Corte dispone que el Estado debe 
realizar inmediatamente las debidas investigaciones para determinar las correspondientes responsabilidades 
por los hechos de este caso y aplicar las consecuencias que la ley prevea. El Estado debe asegurar que la víctima 
tenga pleno acceso y capacidad de actuar en todas las etapas e instancias de dichas investigaciones y procesos, 
de acuerdo con la ley interna y las normas de la Convención Americana.

Caso Omar Humberto Maldonado Vargas y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 02 de 
septiembre de 2015.

155. […] Como consecuencia de lo anterior, este Tribunal dispone que el Estado debe continuar y concluir, 
eficazmente, en un plazo razonable y con las debidas diligencias, las investigaciones relacionadas con los hechos 
de tortura en perjuicio de las víctimas de este caso, con el objetivo de identificar, y en su caso procesar y 
sancionar a los responsables.

156. En particular, para tales efectos, el Estado deberá: a) asegurar el pleno acceso y capacidad de actuar de las 
víctimas y sus familiares en todas las etapas de estas investigaciones, de acuerdo con la ley interna y las normas 
de la Convención Americana; b) por tratarse de una violación grave de derechos humanos y en consideración 
de las particularidades y el contexto en que ocurrieron los hechos, el Estado debe abstenerse de recurrir a 
figuras como la amnistía en beneficio de los autores, así como ninguna otra disposición análoga, la prescripción, 
irretroactividad de la ley penal, cosa juzgada, ne bis in idem o cualquier eximente similar de responsabilidad, para 
excusarse de esta obligación; c) garantizar que las investigaciones y procesos por los hechos del presente caso 
se mantengan, en todo momento, bajo conocimiento de la jurisdicción ordinaria, y d) divulgar públicamente 
los resultados de los procesos para que la sociedad chilena conozca la determinación judicial de los hechos 
objeto del presente caso. Del mismo modo el Estado deberá divulgar el resultado de una eventual revisión de 
las condenas de las 12 víctimas de este caso en un medio de difusión interno de las Fuerzas Armadas de Chile 
con la finalidad que el mismo sea conocido por todos sus miembros.
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6.6.4. Realizar capacitaciones 

Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149

250. Quedó probado en el presente caso que al momento de los hechos no existía una adecuada atención para 
el tratamiento e internación de personas con discapacidad mental, como en el caso de la Casa de Reposo 
Guararapes, institución que brindaba ese servicio dentro del Sistema Único de Salud.  Si bien se destaca el hecho 
de que el Estado ha adoptado diversas medidas destinadas a mejorar esa atención, este Tribunal considera que 
el Estado debe continuar desarrollando un programa de formación y capacitación para el personal médico, 
psiquiátrico, psicológico, de enfermería, auxiliares de enfermería y para todas aquellas personas vinculadas 
con la atención de Salud Mental, en particular, sobre los principios que deben regir el trato a ser ofrecido a 
las personas que padecen de discapacidad mental, conforme a los estándares internacionales en la materia y 
aquellos establecidos en la presente Sentencia [...].

Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 2009.

214.  En esta línea, y como una forma de contribuir a que hechos como los del presente caso no se repitan, 
la Corte estima conveniente ordenar al Estado la realización de una campaña nacional de concientización 
y sensibilización, dirigida a funcionarios de seguridad, operadores de justicia y población general, sobre la 
importancia de la labor que realizan los defensores del medio ambiente en Honduras y de sus aportes en la 
defensa de los derechos humanos. El Estado contará con un plazo máximo de dos años a partir de la notificación 
de la presente Sentencia para su ejecución.

Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010.

259. La Corte valora positivamente la existencia de diversas acciones y cursos de capacitación desarrollados por el 
Estado. Al respecto, considera que los mismos deben incluir, en lo pertinente, el estudio de las disposiciones 
previstas en el Protocolo de Estambul y en las Directrices de la Organización Mundial de la Salud, y deben 
poner énfasis en la atención de presuntas víctimas de violación sexual, particularmente cuando pertenecen a 
grupos en situación de mayor vulnerabilidad como las mujeres indígenas. 

260. Como lo ha hecho anteriormente, el Tribunal dispone que el Estado continúe implementando programas y cursos 
permanentes de capacitación sobre investigación diligente en casos de violencia sexual contra las mujeres, que 
incluyan una perspectiva de género y etnicidad. Dichos cursos deberán impartirse a los funcionarios federales 
y del estado de Guerrero, particularmente a integrantes del Ministerio Público, del Poder Judicial, de la Policía 
así como a personal del sector salud con competencia en este tipo de casos y que por motivo de sus funciones 
constituyan la línea de atención primaria a mujeres víctimas de violencia.

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

326. La Corte valora positivamente las medidas adoptadas por el Estado respecto a la formación en derechos 
humanos en diversas instituciones del Estado. Sin embargo, recuerda que la capacitación, como sistema de 
formación continua, se debe extender durante un lapso importante para cumplir sus objetivos. De igual modo 
y a la luz de la jurisprudencia de este Tribunal, advierte que una capacitación con perspectiva de género implica 
no solo un aprendizaje de las normas, sino debe generar que todos los funcionarios reconozcan la existencia de 
discriminación contra la mujer y las afectaciones que generan en éstas las ideas y valoraciones estereotipadas 
en lo que respecta al alcance y contenido de los derechos humanos.

327. En razón de lo anterior, la Corte dispone que el Estado, en un plazo razonable, incorpore en los programas y 
cursos permanentes de educación y capacitación dirigidos a quienes están encargados de la persecución penal 
y su judicialización, los estándares establecidos en los párrafos 237 a 242, 248, 249, 251, 252, 255, 256, 258, 260, 
266, 268 y 278 de esta Sentencia sobre: i) perspectiva de género para la debida diligencia en la conducción de 
averiguaciones previas y procesos judiciales relacionados con discriminación y violencia contra las mujeres por 
razones de género, en particular los actos de violencia y violación sexual, y ii) superación de estereotipos de 
género. 
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6.6.5. Oficina del Ministerio Público de atención a las mujeres víctimas de violencia

Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010

277. El Tribunal valora la información provista por el Estado y observa que los representantes no se han pronunciado 
sobre las diversas acciones, unidades móviles e instituciones referidas por México, ni aportaron información 
indicando eventuales falencias de las mismas. Con base en lo anterior, la Corte no cuenta con la información 
concreta y suficiente para evaluar la situación y ordenar la creación de la oficina solicitada por los representantes. 
Sin embargo, los servicios de atención a las mujeres víctimas de violencia sexual deben ser proporcionados por 
las instituciones indicadas por el Estado, entre otras, el Ministerio Público en Ayutla de los Libres, a través 
de la provisión de los recursos materiales y personales, cuyas actividades deben ser fortalecidas mediante las 
acciones de capacitación ordenadas en la presente Sentencia. En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y 
otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, 
párr. 263.

278. Por último, la Corte observa que el diagnóstico realizado por la Secretaría de la Mujer del estado de Guerrero 
aportado por México identificó, entre otras barreras institucionales que dificultan la atención a la violencia en 
zonas indígenas y rurales, la concentración de dichos servicios en ciudades y la dificultad de acceso y traslado 
a la sede de los servicios de atención. Dicho diagnóstico recomendó, entre otras medidas, desconcentrar los 
servicios e impulsar servicios itinerantes de sensibilización y de capacitación en detección y atención a la 
violencia y mejorar el acceso a servicios telefónicos para las comunidades indígenas de Guerrero, para permitir 
una mejor atención de las mujeres víctimas de violencia. La Corte entiende que la primera de las medidas 
estaría siendo atendida con las unidades móviles informadas. Sin perjuicio de ello, la Corte valora dicho 
documento y estima útil indicar al Estado que analice la necesidad de avanzar en la implementación de esas 
dos recomendaciones en la zona donde ocurrieron los hechos del presente caso. En el mismo sentido: Caso 
Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 
de agosto de 2010, párr. 264. 

6.7. Publicación de sentencia y acto de reconocimiento

Caso Omar Humberto Maldonado Vargas y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 02 de 
septiembre de 2015.

160. La Corte dispone, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado debe realizar un acto público de reconocimiento 
de responsabilidad internacional en el cual deberá hacer referencia a las violaciones de derechos humanos 
declaradas en la presente Sentencia. La determinación de la fecha, el lugar y las modalidades del acto deberán 
ser acordados con las víctimas y sus presentantes. El acto deberá ser realizado en una ceremonia pública, con 
la presencia de altas autoridades del Estado. Para ello, el Estado cuenta con un plazo de un año, a partir de 
la notificación de la presente Sentencia. En cuanto a las autoridades estatales que deberán estar presentes o 
participar en dicho acto, el Tribunal, como lo ha hecho en otros casos, señala que deberán ser de alto rango. 
Corresponderá al Estado definir a quienes se encomienda tal tarea. Sin embargo, deberá existir representación 
del Poder Judicial en el acto. En el mismo sentido: Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. 
México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009, párr. 
469, y Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 01 de septiembre de 2015, párr. 368.

162.  Con relación a esta medida, la Corte estima pertinente ordenar, como lo ha hecho en otros casos, que el Estado, 
en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente Sentencia, realice las siguientes 
publicaciones: a) el resumen oficial de esta Sentencia elaborado por la Corte, el cual deberá ser publicado 
en el Diario Oficial, en un diario de amplia circulación nacional de Chile, así como en un medio de difusión 
interno de la Fuerza Aérea de Chile con la finalidad que el mismo sea conocido por todos sus miembros, y b) 
la presente Sentencia en su integridad, disponible, al menos por un período de un año, en el sitio web del Poder 
Judicial. En el mismo sentido: Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de 
diciembre de 2001, párr. 79, y Caso Granier y otros (Radio Caracas Televisión) Vs. Venezuela. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de junio de 2015155, párr. 386.

155 RCTV operaba como una estación de televisión abierta con cobertura nacional en Venezuela desde el año 1953 en que le fue entregada una concesión. 
El canal de televisión transmitía programas de entretenimiento, información y opinión, y mantenía una línea editorial crítica del gobierno del entonces 
Presidente Chávez. Antes de su salida del aire, era el canal de televisión con cobertura nacional que tenía la más alta sintonía en todos los sectores 
de la población venezolana. El Estado venezolano renovó la concesión a RCTV, con base en el Decreto 1.577 de 1987, para operar como estación de 
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164. En anteriores oportunidades, la Corte ha valorado favorablemente aquellos actos realizados por los Estados que 
tienen como efecto la recuperación de la memoria de las víctimas, y el reconocimiento de su dignidad. En ese 
sentido, siendo además que el Estado no ha presentado objeciones a estás solicitudes, la Corte ordena que el Estado 
debe, en el plazo de un año develar, en un lugar con acceso público a los miembros de la Academia de Guerra Aérea 
para que permanezca en ella, una placa con la inscripción de los nombres de las víctimas del presente caso con un 
breve texto narrando las circunstancias en que ocurrieron las violaciones a sus derechos humanos. 

6.8. Otorgamiento de becas

Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010

264. La Corte ha establecido en la presente Sentencia que los hechos del caso generaron una afectación en los hijos 
de la señora Fernández Ortega que perdura en el tiempo y que ocasionó cambios significativos tanto en sus 
vidas como en sus relaciones personales y sociales, afectando su desarrollo personal […]. En atención a lo 
anterior, y teniendo en consideración lo solicitado por los representantes, como lo ha dispuesto en otros casos 
, la Corte estima oportuno ordenar, como medida de satisfacción en el presente caso, que el Estado otorgue 
becas en instituciones públicas mexicanas, en beneficio de Noemí, Ana Luz, Colosio, Nélida y Neftalí, todos 
ellos de apellidos Prisciliano Fernández, que cubran todos los costos de su educación hasta la conclusión de 
sus estudios superiores, bien sean técnicos o universitarios. El cumplimiento de esta obligación por parte del 
Estado implica que los beneficiarios lleven a cabo ciertas acciones tendientes al ejercicio de su derecho a esta 
medida de reparación. Por lo tanto, quienes soliciten esta medida de reparación, o sus representantes legales, 
disponen de un plazo de seis meses, contados a partir de la notificación de la presente Sentencia, para que den 
a conocer al Estado sus solicitudes de becas.

Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010.

257. La Corte ha establecido en la presente Sentencia que los hechos del caso generaron una afectación en la señora 
Rosendo Cantú y en su hija que perdura en el tiempo y que ocasionó cambios significativos tanto en sus vidas 
como en sus relaciones, afectando así su desarrollo personal […]. En atención a lo anterior, y teniendo en 
consideración lo solicitado por los representantes, como lo ha dispuesto el Tribunal en otros casos, la Corte 
estima oportuno ordenar, como medida de satisfacción, que el Estado otorgue becas en instituciones públicas 
mexicanas, en beneficio de la señora Rosendo Cantú y de su hija, Yenys Bernardino Rosendo, que cubran todos 
los costos de su educación hasta la conclusión de sus estudios superiores, bien sean técnicos o universitarios. El 
cumplimiento de esta obligación por parte del Estado implica que las beneficiarias lleven a cabo ciertas acciones 
orientadas al ejercicio de su derecho a esta medida de reparación. Por lo tanto, quienes soliciten esta medida de 
reparación, o sus representantes legales, disponen de un plazo de seis meses, contados a partir de la notificación 
de la presente Sentencia, para que den a conocer al Estado sus solicitudes de becas.

televisión abierta y utilizar el espectro radioeléctrico correspondiente por 20 años, es decir, hasta el 27 de mayo de 2007. El 12 de junio de 2000, el Estado 
adoptó la Ley Orgánica de Telecomunicaciones (en adelante “LOTEL”), mediante la cual se estableció, inter alia, la creación de la Comisión Nacional de 
Telecomunicaciones (en adelante “CONATEL”). 

 Desde el año 2002 funcionarios del Estado venezolano, entre ellos el Presidente Chávez, realizaron distintas declaraciones respecto a que no serían 
renovadas las concesiones a algunos medios privados de comunicación social en Venezuela. A partir de diciembre de 2006, funcionarios del Estado 
pasaron a anunciar la decisión oficial de no renovar la concesión de RCTV. A partir de febrero de 2007, empezó una campaña oficial para explicar la 
razón para no renovar la concesión a RCTV. A través de notas en los periódicos, pasacalles, pinturas en los muros y afiches en las instalaciones de las 
oficinas públicas. Adicionalmente a las declaraciones hechas por funcionarios del gobierno y el Presidente Chávez, el Estado publicó y distribuyó el 
“Libro Blanco sobre RCTV”. Ante la decisión de no renovar la concesión a RCTV, manifestada en la Comunicación No. 0424 y en la Resolución Nº 002 
del MPPTI, la señal de dicha emisora fue interrumpida a la 00:00 hora del 28 de mayo de 2007. En sustitución, TVes pasó a trasmitir su programación a 
través del canal 2 de la red de televisión abierta. Antes y después del cierre de RCTV, se presentaron varios recursos judiciales, a saber: i) acción de amparo 
constitucional; ii) recurso contencioso administrativo de nulidad en conjunto un amparo cautelar y unas medidas cautelares innominadas; iii) oposición 
a las medidas cautelares dictadas por el TJS, y iv) denuncias penales. La acción de amparo fue declarada inadmisible el 17 de mayo de 2007 por el TSJ, 
por cuanto se manifestó que los agraviados contaban con otra vía judicial idónea para impugnar los referidos actos administrativos, tal como el recurso 
contencioso administrativo de nulidad, el cual podría ejercerse juntamente con un pedido cautelar. El recurso contencioso administrativo de nulidad 
fue interpuesto el 17 de abril de 2007 por un grupo de directivos, periodistas y trabajadores de RCTV. Desde el 9 de octubre de 2007 se inició la etapa 
de recaudación de pruebas, sin que hasta la fecha de la presente Sentencia este recurso contencioso administrativo haya sido resuelto. El 31 de mayo de 
2007, los representantes de RCTV interpusieron una oposición contra la Decisión No. 957, emitida por la Sala Constitucional de 25 de mayo de 2007, el 
cual se encuentra pendiente de respuesta hasta la fecha. El 11 de diciembre de 2007, RCTV interpuso una denuncia penal ante la Fiscalía Superior de la 
Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, solicitando la apertura de una investigación penal por delitos contra el patrimonio y otros 
delitos previstos en la Ley contra la Corrupción. El 28 de julio de 2008, el Juzgado Quincuagésimo Primero de Control del Circuito Judicial Penal del 
Área de Caracas declaró con lugar la solicitud de desestimación formulada por la Fiscalía, determinando el cierre de la investigación. Esta decisión fue 
apelada por RCTV y se ejerció un recurso de casación y en ambas oportunidades fue desestimada la solicitud.
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